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1.- Antecedentes de la politica comunitaria de transportes 

La importancia de los transportes en las relaciones 

internacionales y el papel de instrumento de integración espa­

cial han sido, entre otros, motivos más que suficientes que -­

justifican la aparición y .desarrollo de instituciones suprana­

cionales que, con independencia de los intentos de integración 

europea aparecidos como consecuencia de los resultados obteni­

dos tras la segunda guerra mundial, han desplegado sus esfuer­

zos en promover un desarrollo más racional y coordinado de los 

distintos modos de transporte y de las grandes vias de comuni­

cación europeas. 

Basta citar al respecto la Comisión Central para la 

Navegación del Rhin (CCR), instituida en 1.815 y celadora de -

la observancia de los principios del Acta de Manheim de 1.868, 

el Comité de Transportes Interiores de la comisión Económica -

para Europa (ECE), creado en el año l.947 en el seno de las N-ª 

ciones Unidas, la conferencia Europea de Ministros de Transpo.r_ 

tes (CEMT), aparecida en 1.953 dentro de la OCDE, cuyas actua­

ciones han supuesto una valiosa contribución a la elaboración 

de una politica europea de transportes, etc. 

No es de extrañar, por consiguiente, que en los --­

planteamientos de unificación europea, el transporte haya jug~ 

do un papel importante, ya que la aplicación de cualquier prin 

cipio de libertad de circulación de personas o mercancias exi-
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gia la eliminación de las restricciones que el transporte impQ 

nia 3 esos desplazamientos. 

Antes de empezar con la evolución de la politica cQ 

munitaria de transportes es necesario analizar el tratamiento 

que se da a los mismos en el Tratado de Paris que instituyó la 

primera comunidad europea, la Comunidad Europea del carbón y -

del Acero -CECA-, el 18 de abril de 1.951. 

1.1.- Los transportes en el Tratado de Paris (CECA) 

La CECA, o Comunidad Europea del Carbón y del Acero, 

creada por el Tratado de Paris (18 de abril de 1.951), tiene -

por objeto contribuir, en armenia con la economia general de -

los Estados miembros y gracias al establecimiento de un merca­

do comGn en las condiciones que se definen en su articulo 4, a 

la expansión económica, al desarrollo del empleo y a la mejora 

del nivel de vida en los Estados miembros (art. 2). 

El hecho de que el transporte a través de la politi 

ca tarifaría podia constituir una restricción al funcionamien­

to del mercado comGn del acero y del carbón y podia ser fuente 

de discriminaciones, llevó al legislador a dedicar dentro del 

Titulo III -"Disposiciones económicas y sociales"- un articulo, 

el 70, a los Transportes, asi corno el parágrafo 10 del Conve-­

nio relativo a las disposiciones transitorias, cuyo objetivo -

era prever las medidas necesarias para el establecimiento de -

dicho mercado cornGn. 

Se reconoce necesaria la aplicación de tarifas de 

transporte del carbón y del acero comparables.a los usuarios -

que se encuentran en condiciones semejantes, tanto en el tran2 

porte nacional corno internacional, prohibiéndose, en general, 

cualquier tipo de ayuda o discriminación en los precios y con­

diciones de transporte y exigiéndose la public i dad de las tari 
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fas. No obstante, se prevé la posibilidad de aplicar tarifas -

especiales a una o varias empresas productoras de carbón o de 

acero, siempre que lo autorice la Alta Autoridad, en la actua-

1 idad la comisión. 

Es importante senalar que el Tratado CECA, en mate­

ria de transportes, no prevé la creación de un mercado común -

de los mismos, sino el establecimiento de una serie de normas 

del transporte del carbón y del acero, generalmente de indole 

tarifaría, que garantizan el principio de no discriminación. -

El articulo 70, en su último párrafo senala a este respecto -­

que la politica comercial de los transportes y las medidas de 

coordinación o de competencia entre los distintos modos segui­

rán sometidas a las legislaciones de cada uno de los Estados -

miembros. 

Cuando en el ano 1.957 entró en vigor el Tratado -­

CEE, la situación no cambió ya que en el articulo 232 se dispQ 

nia que las disposiciones del mismo no modificaban las del Tr~ 

tado CECA. Por consiguiente, en la actualidad siguen vigentes 

las normas CECA relativas al transporte del carbón y del acero 

aplicándose, en los demás casos las reglas generales del Trats 

do CEE o las legislaciones nacionales. 

Una Comisión de expertos preparó un proyecto de --­

Acuerdo relativo al establecimiento de tarifas ferroviarias di 

rectas para el tráfico internacional entre los Estados miem--­

bros que fue aprobado por el consejo de Ministros el 21 de maK 

zo de 1.955 y que se ha ido perfeccionando posteriormente por 

una serie de Acuerdos complementarios, el último de los cuales 

(79/1035/CECA) entró en vigor el l de enero de 1.980. 

1.2.- La situación de los transportes en Europa antes del Tra­

tado de Roma. 

Desde los primeros intentos de unificación europea 
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se puso de manifiesto que uno de los objetivos de la constru~ 

ción comunitaria era el establecimiento y desarrollo de una -

pol1tica común de transportes que permitiera la constitución 

de un Mercado Común y el acercamiento progresivo de las poli­

ticas económicas de los Estados miembros. 

Esta orientación está contenida en el Memorandum -

del Benelux que constituyó el punto de relanzarniento de la in 

tegración europea y de la Conferencia de Mesina de l. 955 que 

sirvió de base al Informe Spaak, elaborado por la comisión in 

tergubernamental creada a tal efecto, el cual dió corno resul­

tado la firma de los Tratados de Roma. 

La propia conferencia de Mesina ponia especial én­

fasis en la necesidad de una red europea de canales, autopis­

tas y lineas ferroviarias electrificadas que f acilitara y am­

pliara los intercambios de personas y rnercancias, mientras -­

que el Informe Spaak, ante las caracteristicas que presenta-­

han los transportes y consciente de las dificultades - y obstá­

culos que los mismos podian ocasionar al tráfico europeo , re­

comendaba una serie de medidas que facilitaran el tránsito 

por las fronteras, la armonización de las reglamentaciones 

técnicas y en materia de seguridad, la organización de los 

transportes combinados, la normalización del material móvil, 

etc. 

No es de extrañar que, ante la falta de acuerdo en 

estos puntos y con el fin de no demorar la firma del Tratado 

CEE, no se fijara en el texto el contenido de la politica co­

mún de transportes y se limitara a enunciar a l gunos princi--­

pios generales o a determinar algunas reglas particulares, de 

jándose para más adelante la solución definitiva y vinculante. 

tCuáles eran las circunstancias que dificultaban -

la formulación de una politica común de transportes? 
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El Memorandum sobre Politica Común de Transportes -

redactado por La Comisión de la CEE el 10 de abril de 1. 961, -

que fijaba la orientación de dicha politica y establecia, por 

primera vez, una concepción global y coherente de la organiza­

ci6n de los transportes, ponia de manifiesto que son los " as-­

pectas especiales'' de l sector -dificiles de encajar en el con­

texto neoliberal del Tratado- y las distintas tendencias de -­

las politicas nacionales de transporte, las causas que dificui 

taron en su dia, y que en la actualidad siguen dificultando, -

el establecimiento de una politica comunitaria. 

Corno dice el Memorandum, estos aspectos especiales 

no son de naturaleza exclusivamente técnica, siendo algunos de 

ellos el resultado de evoluciones históricas, distintas según 

los modos de transporte y según los paises, las cuales han es­

tado influidas por un intervencionismo del Estado que ha ido -

reforzándose paulatinamente a lo largo de los años y que con-­

trasta con la filosofia liberal y de libre concurrencia que h~ 

bia de inspirar en su dia a la comunidad. Acciones directas SQ 

bre la oferta, precios y condiciones de transporte, medidas 

fiscales e intervenciones financieras, acciones sobre las in-­

versiones, en especial sobre las infraestructuras, medidas de 

carácter técnico y estimulas a los convenios celebrados entre 

categorías interesadas (CIM, CIV, RIV, INTERFRIGO, etc.), han 

constituido diversas formas de intervenir los poderes públicos 

en el marco de la politica de transportes. 

Otros aspectos especiales del sector han radicado -

en las particularidades de la estructura de la oferta y de la 

demanda del sector que han incitado nuevamente a los poderes -

públicos a intervenir con el fin de evitar o corregir los desg 

quilibrios que de hecho se producian. La existencia de empre-­

sas muy diferentes en cuanto a su estructura económica y a las 

técnicas utilizadas, la desigual composición de los costes de 

los diferentes modos de transporte, las diferencias de estruc-
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turas ~dministrativas y de dimensiones entre las empresas, los 

distintos sistemas de gestión, etc., dieron lugar a la apari-­

=ión de sobrecapacidades y la aplicación de precios que no 11~ 

gaban a cubrir sus costes que han originado,a su vez, proble-­

mas de competencias desleales o ruinosas que llevaron a los gQ 

biernos de los Estados miembros a adoptar medidas encaminadas 

a limitar la capacidad del transporte asi como la libert~d de 

fijación de los precios, medidas ambas contrarias a las reglas 

de libre concurrencia que preconizaria el Tratado CEE. 

Por último, como señala el Memorandum, el mercado -

de los transportes ha sufrido y sigue sufriendo, más o menos -

según los paises, la influencia de las obligaciones de servi-­

cio público impuestas a los distintos modos de transporte, que 

ha dado lugar a que las condiciones en que actúan no sean com­

parables entre si. 

Por otra parte, se han observado distintas tenden-­

c ias en las politicas nacionales de transporte que han dificui 

tado el establecimiento de una politica comunitaria. 

Intervencionismo, derregulación, liberalización, -­

son términos que los distintos Estados miembros han utilizado 

de desigual manera, que impidieron en su momento la formula--­

ci6n de una politica comunitaria de transportes y que en la a~ 

tualidad siguen obstaculizándola. 

Esta era la situación de los transportes -expuesta 

muy sucintamente- en los paises que, con motivo del Tratado de 

Roma firmado el 25 de marzo de 1.957, se integraron en la Comy 

nidad Económica Europea y que condicionó el alcance que se dió 

al sector Transporte dentro del propio Tratado. 

2.- LoS transportes en el Tratado de Roma (CEE) 

El articulo 2 del Tratado de Roma, firmado el 25 de 
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marzo de 1.957, por el que se instituia la Comunidad Económic a 

Europea -CEE- establecia como objetivos de la nueva Comunidad, 

a alcanzar por el establecimiento de un mercado común y el 

acercamiento progresivo de las politicas económicas de los Es­

tados miembros: promover un desarrollo armónico de las activi­

dades económicas en el conjunto de la Comunidad, una expansió n 

continua y equilibrada, una estabilidad creciente, una eleva-­

c ión acelerada del nivel de vida y relaciones más estrechas eD 

tre los Estados que la constituyen. 

El Tratado dedica a los transportes, aparte del --­

apartado e) del articulo 3 por el que preconiza la "instaura-­

ción de una politica común en el campo de los transportes", el 

Titulo IV que comprende los artículos 74 a 84. 

El transporte constituye, junto con la agricultur a 

y el comercio, uno de los tres sectores que requiere la instaQ 

ración de una política común especifica de la que depende la -

implantación del Tratado y por consiguiente la consecución de 

los objetivos citados anteriormente. 

considerando la política común corno el conjunto de 

medidas que deben adoptarse en materia de transportes para al­

canzar los ~bjetivos del Tratado, puede afirmarse -tal corno lo 

expresa el Memorandurn de 1.961- que los artículos del Titulo -

no son muy explicitas en cuanto a las reglas que habia de com­

prender esta politica. La diversidad de las políticas naciona­

les seguidas por los Estados miembros y la complejidad del se~ 

tor transportes, tal corno se expuso en el apartado anterior, -

impidieron a los negociadores del Tratado el precisar el cont~ 

nido de la politica común, los cuales -en virtud de los artícQ 

los 74 y 75- otorgaron una verdadera atribución de competen--­

cias a las instituciones de la Comunidad para llevar a efecto 

la instauración de dicha política. En resumidas cuentas, el -­

Tratado se limita a enunciar algunos principios o determinar -
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algunas reglas particulares. 

El articulo 75, completado con el 74, establece, -­

sin limitaci6n alguna, las materias a que debe tender la poli­

tica común de transportes al especificar que el consejo deberá 

adoptar: 

a) reglas comunes aplicables a los transportes in-­

ternacionales realizados con origen o destino en 

el territorio de un Estado miembro, o atravesan­

do el territorio de uno o varios Estados miem--­

bros. 

b) las condiciones para la admisión de transportis­

tas no residentes, a los transportes nacionales 

en un Estado miembro. 

c) todas las demás disposiciones útiles. 

La única limitación que se impone -ya que el punto 

c) permite incorporar dentro del contenido de la politica co-­

mún cualquier ~isposición conveniente-, es la de respetar los 

principios fundamentales de la Comunidad. 

Aunque el articulo 84 especifica que las disposiciQ 

nes del Titulo IV se aplican a los transportes terrestres, es 

decir, a los ferrocarriles, carreteras y vias navegables, se -

otorga al consejo plenas facultades para adoptar las disposi-­

ciones que considere apropiadas en materia de navegación mari­

tima y aérea. 

Con el fin de evitar que la situación actual, con -

las diferencias existentes, pueda verse agravada como conse--­

cuencia de adoptar cualquier medida en base al articulo 75 

(puntos a, b y c}, el articulo 76 establece una claúsula 

"standstill" o de bloqueo por la que no se autorizan medidas -

que, directa o indirectamente, hagan menos favorable la situa-
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ción que, con relación a la fecha de entrada del Tratado, te--­

n ian los transportistas de otros Estados miembros respecto a -

los transportistas nacionales. 

El articulo 79, de acuerdo con el articulo 7, prohi 

be las discriminaciones consistentes en la aplicación por un -

transportista, para las mismas mercancias y sobre las mismas -

relaciones de tráfico, de precios y condiciones de transporte 

diferentes en razón del pais de origen o de destino de los prQ 

duetos transportados. Asimismo en virtud del articulo 81, se -

establece que las tasas o cánones percibidos en razón del paso 

de fronteras deberán rebasar un nivel razonable con el fin de 

evitar cualquier tipo de distorsión a la competencia entre Es­

tados miembros, debiendo suprimirse o reducirse cuando no co-­

rresponda a gastos realmente realizados. 

Es preciso señalar que la existencia de disposicio­

nes especificas no excluye la aplicabilidad de las reglas geng 

rales del Tratado, que sólo serán inaplicables cuando lo pre-­

vea expresamente otra disposición. Aunque en relación a este -

tema ha habido fuertes polémicas, diversas disposiciones comu­

nitarias han dado como válido el principio de aplicación a los 

transportistas de las reglas generales de los Tratados. 

En base a ello s o n a plicables al transporte, con e~ 

rácter general, las reglas de competencia formuladas en los a~ 

ticulos 85 a 94 que hacen referencia a los convenios, monopo-­

lios, prácticas de dumping y ayudas de los Estados. No obstan­

te, aparte de las excepciones que contempla el articulo 90.2, 

los articulas 77 y 80 constituyen sendas excepciones al autori 

zar ayudas o subvenciones a los transportistas que respondan a 

necesidades de coordinación o correspondan a ciertas carga s dg 

rivadas de la noción de servicio público, así como permit i r en 

ciertas condiciones tarifas de ayuda o de sostén a ciertas em­

presas o industrias o cuando exigencias de politica regional o 
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de desarrollo ~si Lo exijan. 

Las disposiciones sobre el derecho de establecimien 

to (arts. 52 a 58), las disposiciones sociales sobre libertad 

de circulación de los trabajadores (arts. 48 a 51) y sobre ar­

monización social (arts. 117 a 121), las correspondientes a la 

politica comercial común (arts. 110 a 116) relativas a comer-­

cío exterior, ayudas a la exportación, etc., las de libre cir­

culación de los servicios (arts. 59 a 66), las disposiciones -

fiscales tendentes, de acuerdo con el articulo 99, a alcanzar 

la armonización de los impuestos indirectos, y el acercamiento 

de las legislaciones previsto en los articules 100 a 102, com­

pletan el cuadro de disposiciones de ámbito general aplicables 

al sector de los transportes. 

Como resumen de este apartado podria afirmarse, de 

acuerdo con el punto 65 del Memorandum, que las exigencias 

planteadas en el Tratado en relación con la politica común de 

transportes, cuya elaboración y ejecución deja en manos de las 

instituciones comunitarias,son las siguientes: 

- evitar que se tomen medidas que hicieran poste--­

riormente más dificiles la adopción y la aplica-­

ción de la politica común de transportes. 

- favorecer el acercamiento de las politicas nacio­

nales de transporte. 

- promover un sistema de colaboración eficaz entre 

los Estados miembros y las instituciones de la CQ 

munidad para la implantación de la politica común. 

3.- Intentos y fracasos de instaurar una politica común de ---

transportes. 

A partir del Tratado de Roma se inicia un largo prQ 

ceso en el que las instituciones comunitarias, de acuerdo con 
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los mandatos recibidos, deben intentar la "instauración de una 

política común en el campo de los transportes " , tal como se e~ 

típula en el articulo 2, debiendo vencer todas las dificulta-­

des que presentaba el sector, y que han sido expuestas ante--­

riormente, dificultades que los propios negociadores del Trat2 

do no lograron remontar en la etapa previa de las negociacio-­

nes. 

Tres son las fases o etapas que vamos a considerar: 

la primera aborda los primeros áños, 1.958-1.972; la segunda -

se inicia con la comunicación de la comisión al consejo de 25 

de octubre de 1.973, a raiz de la incorporación de tres nuevos 

Estados a los seis primitivos y de la Cumbre de Patis de 1.972, 

y se .extiende hasta primeros de 1.983 en que el Parlamento Eu­

ropeo interpuso ante el Tribunal de Justicia un recurso de ca­

rencia contra el Consejo, en base al articulo 175 del Tratado 

CEE. La tercera se inicia en 1.983 y está en fase de desarro-­

llo. 

3.1.- Primera fase (1.958-1.972) la integración del mercado -

de transportes. 

La primera fase de la politica común de transportes 

corresponde a la de la Comunidcrl de los Seis y de acuerdo con 

la comunicación de la Comisión al Consejo COM(83)58 de 9 de fg 

brero de 1.983 -"Vers une politique commune des transports"- -

podemos caracterizarla como la fase de la "integración del me..[ 

cado de transportes", o mejor dicho del intento de integración 

ya que los resultados alcanzados no respondieron con los de--­

seos iniciales. 

El objetivo de la Comisión en este campo fue organi 

zar un mercado común de transportes promoviendo la unificación 

de los distintos mercados nacionales y creando un sistema intg 

grado único, basado en los principios de la economia de merca-
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de o de sana competencia e inspirado en la libre circulación, 

la cual requeria la supresión progresiva de toda restricción y 

el acercamiento paralelo de las condiciones de competencia. Li 
beralización y armonización fueron, pues, los dos principios -

básicos que enmarcaron la actuación de los entes comunitarios 

en aquellos primeros años. 

Bajo este enfoque comenzaron los trabajos encamina­

dos a vencer las oposiciones que podian presentarse, tanto a -

nivel de Estados miembros como a nivel de grupos de presión, y 

a definir el marco general y especifico de la politica com6n -

de transportes. Dos fueron los documentos básicos que elaboró 

la comisión a tal fin: el Memorandum sobre la politica com6n -

de transportes de 10 de abril de 1.961 y el "Programa de ac--­

ción en materia de politica com6n de transportes" de 23 de ma­

yo de 1.962. 

3.1.1.- El Memorandum sobre la orientación a dar a la politica 

com6n de transportes de 10 de abril de 1.961. 

En este documento, que ya ha sido citado y utiliza­

do en el punto 1, la comisión proponia que en el sector de los 

transportes fuera progresivamente instaurado un régimen de sa­

na competencia compatible con los aspectos especiales que ca-­

racterizaban al sector (ver 1.2) ,estableciendo como objetivos 

generales necesarios para la integración de los transportes en 

la Comunidad los siguientes: 

- la eliminación de los obstáculos que los transpo~ 

tes puedan oponer a la realización del mercado CQ 

m6n general. 

- la integración comunitaria de los transportes, es 

decir, la libre circulación de los servicios de -

transporte. 

- la organización general del sistema de transpor-~ 

tes. 
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Se especifica, asimismo, que estos objetivos debian 

alcanzarse teniendo en cuenta las necesidades de la politica -

económica general de la comunidad, asi como el desarrollo de -

la acción social en los transportes. Para alcanzarlos, seria -

preciso adoptar una serie de medidas equilibradas y coordina-­

das, que habian de inspirarse en los 5 principios siguientes: 

- Igualdad de trato en las relaciones entre empre-­

sas, modos de transporte y usuarios-transportis-­

tas. 

- Autonomia financiera de las empresas de transpor­

te. 

- Libertad de acción de las empresas de transporte. 

- Libertad de elección del usuario tanto del modo -

como de la empresa de transporte. 

- Coordinación de las inversiones de infraestructu­

ra por los poderes públicos. 

Hay que señalar que la Comisión evitó voluntariamen 

te entrar en el detalle de las medidas de actuación ya que el 

objetivo de este Memorandum era más bien provocar una amplia -

discusión y cambios de opinión sobre la problemática y las al­

ternativas que planteaba la politica común de transportes. Re­

sultado de ello fue la elaboración, por parte de la Comisión, 

de un Programa de Acción que desarrollaba el contenido de di-­

cha politica. 

3.1.2.- El Programa de Acción en materia de politica común de 

transportes de 23 de mayo de 1.962. 

El Programa de Acción elaborado por la Comisión prQ 

ponia una serie de medidas legislativas a lo largo del periodo 

transitorio del mercado común -es decir, hasta 1.970- con el -

fin de llegar a una fusión armoniosa de los diferentes merca-­

dos nacionales de transportes en un solo Mercado Común canfor-

Fundación Juan March (Madrid)



18 

me a las normas comunitarias. La Comisión se~alaba la conve--­

niencia de adoptar el bloque legislativo completo por el elev~ 

do grado de interdependencia que tenian las diferentes medidas 

previstas. 

Es el primer intento legislativo comunitario serio 

en materia de transportes y ha constituido el punto de arran-­

que de las escasas medidas que se han adoptado hasta el momen­

to. Se trataba de un programa global y equilibrado que hacia -

referencia a los tres modos de transporte terrestre -carrete-­

ras, ferrocarril y vías navegables-, aplicándose asimismo a -­

los productos de la CECA en cuanto las disposiciones del Trat~ 

do de París no previeran medidas especiales, que pretendía por 

otra parte que la política común de transportes fuera aplicada 

en el momento en que el Mercado Común fuera establecido. 

Siete son los capítulos de que constaba: 

- El primero se refería a las condiciones de acceso 

al mercado e indicaba las medidas a tomar y el ritmo de su --­

aplicación en el campo de los transportes nacionales e intern~ 

cionales. Trataba igualmente de los problemas de la admisión -

de los transportistas no residentes a los transportes naciona­

les asi como de la libertad de establecimiento. Las medidas -­

propuestas preveían la atenuación o abolición de las discrimi­

n~ciones en relación con los transportistas extranjeros. 

- El segundo definía el sistema tarifario que cons­

ti tuia otro elemento básico de la política común de transpor-­

tes recomendada por la comisión. 

- El tercero enumeraba las medidas de armonización 

que debían ser tomadas en los campos fiscal, social y técnico 

sin tener que esperar a los efectos espontáneos de aproxima--­

ción que el progresivo establecimiento del Mercado Común debe-
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ria producir, persiguiendo simultáneamente los fines sociales 

generales del Tratado. 

- El cuarto indicaba la acción que podia ser empre~ 

dida en el campo de la coordinación de las inversiones, del -­

cual el Memorandum habia subrayado toda su complejidad así co­

mo su decisiva importancia a largo plazo. 

- El quinto examinaba un conjunto de medidas diver­

sas destinadas a mejorar y aproximar las condiciones de explo­

tación de las empresas de los distintos modos de transporte. -

En cuanto afectaba a los ferrocarriles, se trataba, en espe--­

cial, de disposiciones tendentes a "comercializar" su explota­

ción, en tanto que para los otros modos de transporte las medi 

das propuestas tendían a favorecer la organización racional y 

la modernización de las empresas. 

- El sexto se referia a la aplicación a los trans-­

portes de algunas disposiciones particulares del Tratado. En -

este Capitulo se estudiaba la supresión de las medidas de dis­

criminación, el problema del paso de fronteras y las cuestio-­

nes relativas a los auxilios, convenios entre empresas y posi­

ciones dominantes. contenía además el examen de ciertos probl~ 

mas que se planteaban en materia de navegación maritima y aé-­

rea y en los transportes por tubería. 

- El séptimo, por fin, indicaba la orientación que 

debería darse a los estudios sobre costes de transportes, que 

deberían proporcionar los datos numéricos para la aplicación -

del Programa. 

como actuaciones más características que propugnaba 

el Programa, figuraban: la eliminación progresiva de los con-­

tingentes bilaterales, la creación de un contingente comunita­

rio, la instauración de un sistema de tarificación en horqui--
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lla como compromiso entre las tarifas obligatorias de ciertos 

Estados miembros y la libre formación de precios de otros, la 

armonización de las condiciones de concurrencia en materias de 

impuestos, ayudas gubernamentales, reglamentación social, pe-­

sos y dimensiones, intervención del Estado e imputación de co~ 

tes de infraestructuras y, por último, la coordinación de in-­

versiones. 

3.1.3.- La Decisión del consejo 65 / 271/ CEE de 13 de mayo de --

1.965 relativa a la armonización de ciertas disposiciQ 

nes que tienen incidencia sobre la concurrencia en el 

campo de los transportes por ferrocarril, por carrete­

ra y por via navegable. 

Poco se avanzó en materia de política común de ---­

transportes a lo l a r go de los tres años que siguieron a la pu­

blicación del Progr ama de Acción, ya que el propio consejo, -­

por falta de unanimidad, no aprobó el proyecto de resolución -

relativo al cita do Programa . Sin embargo, las ideas expresadas 

por la Comisió n e n e l citado documento pueden ser consideradas 

como la base para la orientación general de esta política co-­

mún. Los des a cuerdos entre los paises, especialmente en mate-­

ria tarifaría, fueron apareciendo y poco se avanzó en el campo 

normativo. Só l o c a be señalar un Reglamento sobre supresión de 

discriminaciones e n materia de precios de 27 de junio de 1.960 

y una primera Dir ectiv a de 23 de julio de 1.962 relativa al e~ 

tablecimiento de ciertas reglas comunes para los transportes -

internacionales, con independencia de algunas pocas propuestas 

de reglamento. 

considerando que uno de los objetivos de la políti­

ca común de transportes debía ser la eliminación de las dispo­

siciones que falseaban las condiciones de concurrencia, la co­

misión consideró urgente establecer medidas de armonización a 

escala comunitaria en las relaciones entre los modos de trans-
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porte,dentro de un mismo modc y entre las empresas de los difg 

rentes Estados miembros. 

Dado que las mayores disparidades se manifestaban -

en materi a fiscal,en los regímenes sociales y en las interve n­

ciones de los Estados en el sector, la Comisión adoptó el 13 -

de mayo de 1.965 una Decisión-marco sobre armonización de cieK 

tas normas que inciden en la competencia, que ha constituido y 

sigue constituyendo en la actualidad una de las disposiciones 

básicas en materia de transportes. Las medidas que contiene -­

son las siguientes: 

a) ~n materia fiscal: 

. la supresión de las dobles imposiciones que gravan los v~ 

hículos automóviles con ocasión de su utilización para la 

realización de transportes en un Estado miembro distinto 

del de su matriculación . 

• la uniformación de las disposiciones relativas a la admi­

sión en franquicia del carburante contenido en los depósi 

tos de los vehículos automóviles utilitarios y de las em­

barcaciones de navegación interior • 

• la uniformación de las bases de cálculo del impuesto so-­

bre los vehículos automóviles y sobre las embarcaciones -

de navegación interior, dest inados al transporte de mer-­

cancías . 

. armonización de l os regímenes fiscales específicos aplicª 

bles a los transportes de mercancías. 

b) en materia de inte rvención estatal: 

• supresión de l as obligaciones inherentes a la noción de -

servicio público . 

. creación de compe nsaciones por las cargas que se deriven 

del mantenimiento de las obligaciones de servicio público 

que se consideren que no deben suprimirse. 

creación de compensaciones que se deriven de las cargas -
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provenientes de la aplicación de tarifas reducidas de ca­

rácter social. 

normalización de las cuentas de las empresas ferroviarias . 

• armonización de las reglas que rigen las relaciones finan 

cieras entre las empresas y los Estados. 

. eliminación de las reglamentaciones que prevean subvenciQ 

nes en favor de los transportes. 

c) en materia social: 

• aproximación de las legislaciones nacionales relativas a 

las condiciones de trabajo . 

• unificación de las disposiciones concernientes a la compQ 

sición de las tripulaciones . 

• armonización de las disposiciones en materia de tiempos -

de trabajo y de reposo . 

. armonización de los regímenes de horas extraordinarias . 

. instauración de una libreta que permita asegurar un con-­

trol individual del respeto a las disposiciones en mate-­

ria de tiempos de trabajo. 

A ra1z de esta Decisión, la comisión ha ido elaboran 

do una serie de propuestas, reglamentos y decisiones, aunque -

gran número de medidas,que debían haberse adoptado,no han lle­

gado a su término por los desacuerdos existentes entre Estados 

y por la prevalencia de los interes es nacionales frente a los 

c omunit a rios. 

3.1 . 4.- La Comunicación de la Comisión al Consejo de 10 de fe­

brero de 1.967 sobre la política común de transportes 

ante la Resolución del Consejo de 20 de octubre de --­

l. 966. 

En la sesión dedicada a los transportes los días 19 

y 20 de octubre de 1.966, el consejo adoptó una Resolución que 

aportaba elementos nuevos sobre la forma en que debia prose---
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gu1rse la elaboración de la politir.a común ,je transportes, ur­

giendo, asi~ismo a que se aceleraran los trabaios relativos al 

acceso al mercado, aplicación de la~ regla~ de concurrencia, -

armonización de las condiciones de concurrencia e imputación 

de ~astes de infraestructura. 

Se puso de manifiesto que los desacuerdos que no h~ 

cian avanzar la politica comunitaria se debian a que los me--­

dios que se proponian para eliminar los fenómenos que podian -

falsear el juego de la concurrencia, es decir la concurrencia 

ruinosa y el abuso de las posiciones dominantes, estaban basa­

dos en la reglamentación tarifaría. Era necesario encontrar -­

otros medios y, si era posible, aplicar medidas no tarifarías. 

Para salir de esta situación de espera, el Consejo, 

en virtud de an Acuerdo de 22 de junio de 1.965, previó, jun to 

al régimen de tarificación obligatoria en horquilla, cuya pro­

puesta de Reglamento de 10 de mayo de 1.963, fue rechazada por 

el mismo, la instauración de un régimen de tarificación de re-­

ferencia que debia de acompañarse de un conjunto de acciones, 

programadas en el tiempo, que tendieran a aproximar las condi­

ciones de funcionamiento de los mercados nacionales, entre las 

que cabia destacar: la reglamentación de acceso a la profesión 

de transportista y de su ejercicio, la determinación de los mg 

dios de control de la capacidad de los transportes y los critg 

rios de aplicación, la solución común a los problemas que pu-­

dieran plantear determinadas intervenciones no estatales que -

afectaran a los precios del transporte y falsearan las condi-­

ciones de competencia, la solución común del problema de la im 

putación de los costes de infraestructuras y e l e quilibrio fi­

nanciero de los ferrocarriles. 

La propuesta de Reglamento tarifario de 27 de octu­

bre de 1.965, fue nuevamente motivo de nuevos desacuerdos ya -

que la Comisión habia estimado que, sin poner en tela de jui--

Fundación Juan March (Madrid)



24 

cic ~l prjncipio de libre formación de precios, era preciso tg 

ner ~ierta~ precauciones para evitar que esta libertad pudiera 

producir efectos indeseables, por lo que habia impuesto cier-­

tas condiciones en cuanto a la cobertura de costes se refiere 

dSÍ ~orno la posibilidad de que los Estados pudieran imponer -­

temporalmente precios máximos o minimos cuando detectaran abu­

sos de posiciones dominantes o fenómenos de concurrencia ruinQ 

sa. 

La comisión estimó que las causas profundas de con­

currencia antieconómi.ca debian eliminarse por medidas no tari­

farias, en base a potenciar las medidas de armonización de -­

las condiciones de concurrencia contenidas en la Decisión de -

13 de mayo de 1.965, el acceso al mercado del transporte, la -

imputación de los costes de infraestructuras, etc. con este en 

foque se reducia considerablemente el campo de aplicación de -

las medidas tarifarias zanjándose los desacuerdos entre los -­

miembros del Consejo. 

Hay una cuestión que contiene esta Comunicación y -

que conviene resaltar. Es el papel que atribuye a la interven­

ción de los poderes públicos, delimitando el campo de actua--­

ción y la concepción de la politica común de transportes. 

Esta politica debe fundarse en la idea de que el rg 

parto óptimo del tráfico entre los modos y empresas de trans-­

porte debe ser asegurado por el libre juego de la concurrencia, 

debiendo excluirse cualquier intento de reparto por medio de 

medidas de coordinación, sean o no de naturaleza tarifaría. 

Tal concepción no excluye, sin embargo, toda inter­

vención de los poderes públicos en el mercado. Por el contra-­

rio, implica ciertas intervenciones con el fin de asegurar el 

funcionamiento del mercado, prevenir o corregir los abusos de­

rivados de la libre concurrencia y contribuir a alcanzar obje-
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tivos de politica regional y social. 

Como podrá observarse a lo largo de los próximos 

apartados, el papel real de los poderes públicos en materia de 

transporte ha ido en aumento progresivo, en detrimento de las 

fuerzas del mercado. 

Esta comunicación dió como resultado que el Consejo 

adoptara la Decisión 67/790/CEE de 14 de diciembre de 1.967 r~ 

lativa a ciertas medidas en el campo de la politica común de -

transportes. Dado que el l de julio de 1.968 era la fecha pre­

vista para la realización de la unión aduanera y del mercado -

común agricola, dicha Decisión exigia adoptar, de acuerdo con 

la base de propuestas programadas por la Comisión, una serie -

de medidas tales como: 

aplicación de las reglas de concurrencia a los -­

transportes. 

- reglamentación sobre ayudas a los transportes. 

- constitución de un contingente comunitario para -

el transporte de mercancias por carretera. 

- instauración de un sistema de tarifas en horqui-­

lla para los transportes de mercancias por carre­

tera entre los Estados miembros. 

- creación de comités de vigilancia del mercado. 

supresión de dobles imposiciones en materi a de i m 

puestos sobre vehiculos. 

- propuestas sobre primeras medidas a adop~r con -

vistas a la instauración de una tarificación por 

el uso de las infraestructuras. 

- etc. 

lSe alcanzaron los resultados deseados? ~P or qu é mQ 

tivos no se alcanzaron? Sencillamente porque los intereses na ­

cionales -diferentes para cada Estado miembro- prevalecian 
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frente ~ los comunitarios y porque la problemática que tenia -

planteado cada pais en materia de transportes era diferente en 

cada caso. El Plan de ordenación de los transportes de la Rep~ 

blica Federal de Alemania -el conocido Plan Leber- elaborado -

en noviembre de 1.967, totalmente opuesto a las directrices an 

teriores, era una muestra patente del enfrentamiento entre am­

bos intereses. 

Es claro que con este planteamiento apenas se avan­

zara en el objetivo de instaurar una política común de trans-­

portes. 

3.1.5.- La comunicación de la comisión al consejo de 8 de no-­

viembre de 1.971 sobre el desarrollo de la politica CQ 

mún de transportes. 

La comunicación que se comenta contiene la lista de 

medidas a adoptar, clasificadas por orden de prioridad y ajus­

tadas a un calendario que comprendía el periodo 1.972-76, que 

la Comisión sometia al Consejo para su aprobación. Aunque el -

documento es escueto, es interesante comentarlo porque empieza 

a perfilarse una serie de aspectos, en cuanto a objetivos y e~ 

tructura de medidas se refiere, que cristalizarán en la comuni 

cación de 1.973 que supone el inicio de la 2ª fase. 

Junto a los objetivos generales descritos en los dQ 

cumentos anteriores, se considera que la política común de --­

transportes es asimismo un factor de progreso social que permi 

te, por una parte responder lo mejor posible, bajo el punto de 

vista de la colectividad, a las necesidades del transporte y, 

por otra parte, contribuir a la mejora de las condiciones de -

vida y de trabajo de la mano de obra ocu pada en el sector. Adg 

más constituyeron objetivos esenciales de esta política, la mg 

jora de la seguridad de la circulación y la integración de los 

transportes en los programas de medio ambiente y ordenación --
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del territorio. Como princip10~ hásicos se estableciero r1 los -

siguientes: 

- en relación con las infraestructuras, el ~ue su -

elección y gestión debian reposar en criterios comunes que peK 

mitieran asegurar un desarrollo y utilización racionales, de-­

hiendo ser objeto de una coordinación permanente las inversio­

nes en infraestructuras. 

- en relación con los servicios, el que debian ser 

explotados en régimen de economia de mercado, siendo necesario 

un grado de organización apropiado para responder a las necesi 

dades del tráfico; asimismo se consideraba justificado y cons­

tituia una exigencia ciertas intervenciones reglamentarias con 

el fin de evitar,en la medida de lo posible, las distorsiones 

que pudieran producirse en las condiciones de concurrencia. 

Del análisis de esta Comunicación se desprende que 

el grado de intervencionismo de los poderes públicos ha ido en 

aumento. Junto .a las intervenciones necesarias para alcanzar -

el objetivo de máxima eficacia del sistema de transportes y -­

que en su mayor parte se centraron en el tema ferroviario, co­

mo lo ponen de manifiesto los reglamentos aprobados durante e2 

te periodo en materia de obligaciones de servicio públicc, noK 

malización de cuentas y ayudas económicas a las empresas ferrQ 

viarias, se hacía necesario una mayor intervención en materias 

relativas a la seguridad y salvaguardia del medio ambiente. -­

Asimismo se consideraba urgente completar el cuadro anterior -

con una serie de reglas que aseguraban una mayor autonomia de 

gestión de los ferrocarriles y que permitieran el saneamiento 

de la situación financiera de dichas empresas. 

3.1.6.- Resultados alcanzados. 

La Comunicación de la comisión de 25 de octubre de 

1.973, que se comentará en el apartado siguiente, resume clara 
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y taxativamente el resultado alcanzado durante este periodo -­

l. 957-L 972: "El mercado común de transportes no se ha alcanz-ª 

do ... Los esfuerzos realizados para eliminar las trabas exis-­

tentes y construir un mercado común de transportes no han teni 

do éxito y la politica común de transportes se encuentra en un 

punto muerto". 

A lo largo de la exposición anterior se ha puesto -

de manifiesto que la pol1tica común de transportes no hizo prQ 

gresos notables durante el pe.i:!odo considerado. La práctica, -

consistente en adoptar, por intervalos, medidas parciales y li 

mitadas, aisladas de las propuestas de la Comisión, han frena­

do su desarrollo. Por otra parte no se tuvo en cuenta la evolQ 

ción de la econom1a y de la politica económica, que se carac­

terizó por la elaboración de pol1ticas estructurales comunita­

rias. Asimismo, fueron apareciendo y consolidándose plantea--­

mientos y opiniones divergentes en materia de transporte que -

dificultaban el proceso y que como ya se ha selañado reiterad~ 

mente, dieron lugar a que los intereses nacionales prevalecie­

ran, en la mayor1a de los casos, frente a los intereses comuni 

tarios. 

Con el fin de alcanzar una cierta liberalización de 

los transportes, se babia previsto cierta armonización de las 

condiciones de concurrencia, concretamente de los campos so--­

cial y fiscal, dentro de cada modo como entre modos. Aunque se 

presentaron varias propuestas y se aprobaron algunos reglamen­

tos, en realidad no se alcanzó una armonización suficiente que 

permitiera a alguno de los Estados miembros aceptar para su -­

transporte por carretera -el más necesitado- un cierto grado -

de liberalización. 

A este respecto, la propia comunicación de 1.973 r~ 

cordaba la situación en que se encontraba ··el transporte inter­

nacional por carretera entre los Estados miembros. El transpo~ 
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te por cuenta ajena era libre o estaba 3ometido a autoriza--­

ción o estaba dentro de un co ntingente, según las relacione s -

que se considerara. Las modalidades de autorización variaban -

de una relación a otra. El tránsito a través de los Estados 

miembros no estaba amparado por condiciones comparables. El 

transporte por cuenta propi a a ve~es era libre, a veces estaba 

contingentado. Etc ... 

¿Cuáles son los avances realizados en cuanto a nor ­

mativa se refiere? A titulo indicativo pueden se~alarse como -

más significativos los siguientes: 

- Primera Directiva de 23-7-1962 relativa al esta-­

blecimiento de ciertas reglas comunes para los transportes in­

ternacionales. 

Directiva 65/269 de 13-5-1965 relativa a la uni-­

formación de ciertas reglas relativas a las autorizaciones pa­

ra los transportes de mercancias por carretera entre los Esta­

dos miembros. 

- Decisión 65/71 de 13-5-1965 relativa a la armoni­

zación de ciertas disposiciones que tienen incidencia en la -­

concurrencia de los transportes por ferrocarril, carretera y -

via navegable. 

- Reglamento nQ 11 de 27-6-1960 relativo a la supr~ 

sión de discriminaciones en materia de precios y condiciones -

de transporte . 

- Regl amento 117/66 de 28-7-1966 relativo a la in-­

traducción de reglas comunes para los transportes internacion~ 

les de viajeros por carretera realizados en autocar y · autobús. 

-Reglamento 1018/68 de 19-7-1968 relativo a la ereª 

ción de un contingente comunitario para los transportes de meL 

cancias por carretera entre los Estados miembros. 

- Reglamento 1191/ 69 de 26-6-1969 relativo a las aQ 

ciones de los Estados miembros en materia de obligaciones i~ 

rentes a la noción de servicio público en los transportes por 
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ferrocarril. carretera y via navegable. 

- Regl a mento 1192/ fi9 de 26-6-1969 relativo a las rg 

glas c omune= para l a normali z ac ión de cuentas de las empresas 

ferroviarias. 

-- Reglamento 543/6 9 de 25-3-1969 relativo a la armQ 

nización de cierta s disposiciones en materia social en el cam­

po de los tra nsportes por carretera. 

- Reglamento 1107/ 70 de 4.-6-1970 relativo a las ayQ 

das acordadas en el campo de los transportes por ferrocarril, 

carretera y via navegable. 

- Reglamento 1108/ 70 de 4-6-1970 instaurando una 

contabilidad de gastos de infraestructura de transporte por fg 

rrocarril, carretera y via navegable. 

- Reglamento 1463/70 de 20-7-1970 relativo a la in­

troducción de un aparato de control en el campo de los trans-­

portes por carretera. 

- Reglamento 516/72 de 28-2-1972 relativo al esta-­

blecimiento de reglas comunes para los servicios en lanzadera 

efectuados por autobuses y autocares entre los Estados miem--­

bros. 

- Reglamento 517/72 de 28-2-1972 relativo al esta-­

blecimiento de reglas comunes para los servicios regulares y -

los servicios regulares especializados realizados por autoca-­

res y autobuses entre los Estados miembros. 

A estas disposiciones seria necesario añadir una s~ 

rie de propuestas elaboradas por la comisión y sometidas al 

Consejo que al finalizar el periodo considerado no estaban to­

a avia aprobadas. 

Como resume n final,a la vista de los resultados al­

canzados, podria decirse que el "intento de integración del -­

me r cado del transport e ", q ue constituia el lema de esta prime­

ra fase, habla fracasado. 
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J.2.- Segunda fase (1.973-1983) El sistema comunitario de --

transportes. 

J.2.1.- La necesidad de un nuevo planteamiento. 

Varios eran los motivos que concurrian a primeros -

de 1.973 y que requer1an un nuevo planteamiento de la politica 

com6n de transportes. 

En primer lugar, la situación en que se encontraban 

los transportes cuya expansión durante la fase anterior habia 

sido considerable, en especial en lo referente a los intercam 

bios entre Estados miembros, sin olvidar el elevado coste so-­

cial que la misma supuso como consecuencia del aumento de las 

pérdidas humanas y heridos por motivos de accidentes. Por otra 

parte,las cargas soportadas por la colectividad para hacer --­

frente a las necesidades de los transportes en com6n no deja-­

ron de aumentar como lo pon1an de manifiesto los crecient·es y 

preocupantes déficits de los ferrocarriles, 

En segundo lugar, el poco avance que se habia alean 

zado en materia de politica de transportes, junto al reforza-­

miento de los nacionalismos que impedian la aproximación de --

1 as legislaciones nacionales de transporte. Existia el peligro 

de que actuaciones puramente nacionales pudieran crear situa-­

ciones que agravaran .el proceso de integración económica. 

Por otra parte, la ampliación del ~rea comunitaria, 

como consecuencia de la adhesión de Gran Bretaña, Irlanda y Di 
namarca, suponia entrar en una nueva fase, especialmente por -

el carácter insular de los dos primeros paises, que exigia la 

inclusión del transporte maritimo en el proyecto com6n, y por 

los diferentes planteamientos que tenian los nuevos Estados -­

miembros en materia de transportes. 
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La Cumbre de Jefes de Gobierno o de Estado de Par:ís 

de octubr€ de 1.972, estableció unas nuevas prioridades impul­

sando una serie de pol:íticas regionales, sociales y económicas · 

que permitieran acelerar la instauración de la Unión económica 

y monetaria, disminuir los desequilibrios territoriales, ate-­

nuar las disparidades de las condiciones de vida mejorando la 

calidad y el nivel de vida, desarrollar los intercambios inteK 

nacionales y prestar una mayor atención a los valores y bienes 

no materiales y a la protección del medio ambiente. Los trans­

portes debian aportar su contribución al desarrollo general p~ 

ro dentro del marco de líneas directrices establecido por la -

Cumbre de París. Bajo esta nueva óptica, la política común de 

transportes debería tener una relación más estrecha con las 

restantes políticas de la comunidad y actuar como factor de 

progreso social, tal como recomendaba la Comunicación de 1.971 . 

Ante esta circunstancia era necesario dar un nuevo 

impulso a la política común de transportes, impulso que la Co­

misión pretendió alcanzar a través de la Comunicación que ele­

vó al consejo el 25 de octubre de 1.973. 

3.2.2.- La comunicación de la Comisión al Consejo de 25 de oc­

tubre de 1.973 relativa al desarrollo de la pol:ítica -

común de transportes. 

Esta Comunicación desarrollaba por primera vez una 

nueva filosofía: la creación de un sistema comunitario de 

transportes que superaba ampliamente la idea de integración -­

del mercado de transportes, de la primera fase. 

Para alcanzar los nuevos objetivos era preciso que 

la política común de transportes tuviera en consideración, de 

forma global y coherente, el conjunto de todos los modos, no -

solo los terrestres sino también el marítimo y el aéreo, así -

como los puertos. Por otra parte, el sistema debía comprender 
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no solo la organización del mercado, como se hacia en el pasa­

do, sino también las actuaciones en el campo de las infraes--­

tructuras, lo cual suponia reforzar nuevamente la intervención 

de los poderes públicos a nivel comunitario en materia de pla­

nificación, creación y adaptación de las redes de transportes, 

aunque pudiera contribuir en la politica de su financiación. 

Como actuación concreta en este último campo, se preveia el e~ 

tablecimiento de un Plan Director de red de interés comunita-­

rio que indicaria las relaciones que, tanto desde el punto de 

vista funcional como de tráficos, presentaran interés comunit~ 

río y definiria asimismo las bases de organización de la cita­

d a red. Asimismo la investigación de nuevas tecnologias debe-­

ria ser impulsada y seguida de cerca por los propios poderes -

públicos. 

Es importante destacar que frente a este interven-­

c ionismo de la Comunidad en materia de infraestructuras de --­

transportes, a nivel de organización de mercado se limitaba su 

alcance en la medida en que para conseguir su buen funciona--­

m iento fuera preciso introducir ciertos correctivos, principai 

mente en el caso de desequilibrios entre l~ oferta y la deman­

da. 

tes: 

Como objetivos básicos podian definirse los siguien 

la libre circulación de los servicios de tr,anspo.r. 

te. 

- la armonización de las condiciones de concurren-­

cía. 

- la creación de un sistema comunitario de transpo.r. 

tes que suponia, por una parte, la organización -

de un mercado común de transportes basado en el -

libre juego de las fuerzas de mercado, cuyo fun-­

cionamiento sólo debia ser corregido en caso de -
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circunstancias excepcionales, y, por otra parte, 

la intervención de la Comunidad en la planifica-­

ción y financiación de las infraestructuras. 

- la integración del transporte dentro de . otras po-

11 ticas sectoriales. 

- la consideración del transporte como factor de -­

progreso social. 

Una de las tareas primordiales que se planteaba la 

Comisión era la de la solución de los problemas financieros de 

las empresas ferroviarias y la determinación del papel futuro 

de los ferrooarriles, proponiendo por otra parte una mayor --­

cooperación entre los Estados miembros, en los campos técnicos 

y comerciales, con el fin de alcanzar un acercamiento progresi 

vo que pudiera llegar a la creación de unidades europeas. 

Como se señalaba anteriormente, se daba una impor-­

tancia relevante a los transportes marítimos y aéreo, reserván 

dose la Comisión la misión de someter al consejo cuantos pro-- · 

yectos especificas creyera necesarios. 

El programa de acción que se proponía para el periQ 

do 1.974-77 señalaba como urgentes, entre otras series de medi 

das, las siguientes: 

- El establecimiento de un Plan Director de infrae~ 

tructuras y su correspondiente financiación. 

- Resolver el problema de la imputación de los cos­

tes de infraestructuras. 

- Definir el problema de los ferrocarriles en el fQ 

turo sistema de transportes y resolver sus problemas financie­

ros. 

- Impulsar los mercados de transportes terrestres. 

Las intervenciones de los poderes p6blicos, en cuan 
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to 3 la organización de Los rneccadns se cefiere, debian c en--­

trarse en la cegl a mentación de Las c apacidades asi como de l os 

precios y de las condicione s de transportes, debiendo ser c ad a 

vez menores a medida que mejora el funcionamiento del mercado . 

Este programa fue ampliamente discutido a nivel de 

Parlamento europeo y de Comité económico y social siendo cali­

ficado como de altamente positivo, no habiendo querido compro­

meterse el consejo, por su parte, al considerarlo excesivamen­

te amplio, motivo por el cual ha ido adoptando medidas aisla-­

das y separadas que han supuesto una vez más un freno conside­

rable al desarrollo de una auténtica politica comunitaria. 

Por tal motivo, la Comisión, en noviembre de 1.977 

y octubre de 1.980, ha vuelto a establecer sendos programas de 

actuaciones para los periodos 1.978-1.980 y l.~81-1.983, res-­

pectivamente, con la lista de prioridades consideradas corno -­

más importantes, muchas de las cuales ya estaban comprendidas 

en el programa de 1.973, que han seguido la misma suerte que -

el primero. 

3.2.3.- Resultados alcanzados. 

Al igual que en la fase anterior, los resultados a~ 

canzados en este periodo han sido pobres y escasas corno conse­

cuencia de la lentitud imprimida por el Consejo y de la falta 

de decisión clara de este alto órgano comunitario en aceptar -

las propuestas de la comisión en relación con la instauración 

de una politica común de transportes. 

Utilizando palabras de un funcionario comunitario, 

"los resultados prácticos de más de 20 anos de politica común 

de transportes son decepcionantes con relación a los objetivo s 

establecidos"(l) en el Tratado de Roma y en las distintas Corny 

nicaciones que la Comisión ha ido presentando al Consejo. 
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A su vez la propia Comisión en su Comunicación -COM 

(83)58 de 9 de febrero de 1.983- "Vers une politique commune -

des Transportes", que posteriormente se comentará, califica de 

"desesperadamente lentos" a los progresos realizados en el se~ 

tor,no habiéndose ni incluso respetado el plazo que fijaba el 

articulo 75 del Tratado CEE (periodo de transición) en lo que 

se refiere a la fijación de las condiciones de admisión de los 

transportistas no residentes a los transportes nacionales. 

Aunque el resultado legislativo pudiera ser consid~ 

rada importante en cuanto a su número se refiere -se han adop­

tado alrededor de 170 textos-, la realidad es que en cuanto a 

su contenido y rango legal se refiere se ha avanzado poco, co­

mo lo pone de manifiesto el hecho de que existen más de 40 prQ 

puestas de la comisión que están pendientes de la aprobación -

del Consejo, algunas de las cuales tienen una antigUedad de -­

más de 10 años . 

Por otra parte, es claro que, ante la dificil situA 

ción económica y financiera de los ferrocarriles, los órganos 

comunitarios hayan centrado sus actuaciones en favor de este -

modo. A su vez, la aplicación desigual de las disposiciones CQ 

munitarias en los Estados miembros ha agravado la situación. 

El recurso de carencia interpuesto por el Parlamen­

to Europeo contra el Consejo de Ministros en enero de 1.983, -

en virtud del articulo 175 del Tratado CEE, al que por primera 

vez en la historia de las CEE se ha tenido que acudir y al que 

ya habia hecho alusión el propio Parlamento en :una Resolución 

de enero de 1.979, vuelve a poner de manifiesto la lentitud -­

del proceso seguido a nivel de la politica común de transpor--

(1) M. Frohnmeyer: "Nuevas orientaciones de la politica comuni­
taria de transportes", Seminar i o sobre Espai'ia y la politica 
de transportes terrestres en Europa; Madrid, octubre, 1.984 

Fundación Juan March (Madrid)



37 

tes. 

Como actuaciones más destacadas del periodo consid~ 

radc cabe señalar las siguientes: 

En el caso de los ferrocarriles, que es quizás don­

de más se han volcado los trabajos de la Comisión, la Decisión 

75/327 de 20 de mayo de 1.975 relativa al saneamiento de las -

empresas ferroviarias y a la armonización de sus relaciones fi 

nancieras con los Estados miembros, cuya finalidad era triple: 

la eliminación de las disparidades que falsearan la competen-­

cia, la armonización de las legislaciones nacionales en mate-­

ria de relaciones Estado-empresas y el saneamiento progresivo 

de las empresas ferroviarias en base a una mayor autonomia co­

mercial. Señalaba como elemento básico e ineludible para poder 

establecer una politica común de transportes el alcanzar pre-­

viamente el equilibrio financiero entre gastos e ingresos, los 

cuales debian incorporarse no solamente los ingresos comercia­

les sino también las compensaciones por las obligaciones de -­

servicio público, los ingresos correspondientes a la normaliz~ 

ción de cuentas, asi como las ayudas derivadas de la aplica--­

ción del Reglamento 1107/70. Como paso previo al equilibrio fi 

nanciero se consideraba indispensable el saneamiento financie­

ro de la empresa, lo que requeria la liquidación de las deudas 

pendientes, el establecimiento de medidas que permitieran a las 

empresas disponer de medios financieros propios y la instrumeD 

tación de un sistema que regulara la financiación de las inveK 

sienes futuras. El principio de autonomía propugnado quedaba -

muy limitado al someter a las empresas a programas de actua--­

c ión que debian ser concertados con el Estado y aprobados por 

él, asi como a programas financieros de la exclusiva incumben­

cia del Estado. Por último, preconizaba la cooperación entre -

los diferentes ferrocarriles europeos para aprovechar las ve n­

tajas de la amplitud de un mercado común, abordándose la posi­

bilidad de una futura integración. 
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El Memorandum sobre "La politica ferroviaria de la 

Comunidad: examen y perspectivas para los años 80" publicado -

el lQ de diciembre de 1.980 y que correspondia a la Comunica-­

ci6n de la Comisión al consejo, COM(80)752, de misma fecha, -­

pretendia dar un nuevo impulso a la politica ferroviaria, po-­

niendo de manifiesto los problemas actuales del ferrocarril y 

estableciendo,en base a las directrices contenidas en las ant~ 

riores decisiones del Consejo,una serie de principios y actua­

ciones encaminadas a acelerar el proceso de autonomia de ges-­

ti6n, a establecer a nivel comunitario el cuadro de relacio-­

nes Estado-empresas, a reestructurar la gestión comercial, tég 

nica y financiera, a definir con mayor precisión el papel futy 

ro del ferrocarril tanto en el campo del servicio p6blico como 

en el del sector comercial y a alcanzar una mayor cooperación 

entre las empresas a nivel europeo. 

En julio de 1.982 y junio de 1.983 el Consejo adop­

tó sendas decisiones otorgando a los ferrocarriles la autono-­

mia comercial necesaria para aumentar su cooperación en mate-­

ria de precios y condiciones de transportes internacionales 

tanto en mercancias como en viajeros, respectivamente. 

La potenciación del transporte combinado, principal 

mente carretera-ferrocarril, constituye otro de los puntos cls 

ves de la politica com6n de transportes. La primera Directiva 

75/130 de 17 de febrero de 1.975 relativa al establecimien to -

de reglas comunes para ciertos transportes combinados ferrocs 

rril-carretera de mercancías entre Estados miembros, con sus -

posteriores modificaciones, marcó el punto de arranque de una 

serie de medidas de liberalización para los recorridos termins 

les. Desde entonces son varios los trabajos en curso para def~ 

nir una red de interés comunitario de lineas ferroviarias y -­

centros de transbordo a efectos de promover el transporte com­

binado. 
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En matet·ia ·:k transporte por ::arret e ra el av 01 ncE ha 

sidc :ne no:r siendo únicamente en los campos de la armoniz ació n 

téc nica y social donde s e ha alcanzado algunos resulta dos , ~ l 

menos desde el punto de v ista normativo. A este re s pecte pue- ­

den 3eñalarse en primer lugar, las Directivas 77/ 143 d ~ 2q de 

diciembre de l. 976 y 8 0/ 1263 de 4 de diciembre de l. 980 sobre 

aproximación de las legislaciones relativas al control técnico 

de vehiculos de motor y de sus remolques y a la instau r ac i ó n -

de ~n permiso de conducir comunitario. El Reglamento 28 2 7/ 77 -

de 12 de diciembre de 1.977 introducia algunas modificaciones 

a sus anteriores 543/69, 514/72 y 515/ 72 en materia s oci a l, -­

concretamente en los relativo a las horas de conducción y tie~ 

pos de descanso, al igual que el 2828/ 77, de1 misma fecha, h a-­

c ia lo propio en lo que se refiere al uso del tacógrafo. As i-­

mismo se adoptaron una serie de Directivas -74/ 561 y 74/ 5 6 2 de 

12 de noviembre de 1.974, 76/ 914 de 16 de diciembre de 1.9 76 , 

etc.- sobre el acceso a la profesión de transportista y el re­

conocimiento mutuo de diplomas, titules y certificaciones. En 

cuanto a armonización fiscal se refiere, los avances han sido 

prácticamente nulos. El hecho más importante fue, quiz á s, la -

sustitución del correspondiente Reglamento del año 1.968 por -

el Reglamento 2831/77 de 12 de diciembre de 1.977 relativo a -

la formación de los precios del transporte de mercancías por 

carretera entre los Estados miembros que autorizaba durante un 

periodo experimental la aplicación tanto de t a rifas en h o rq u i­

lla obligatorias como de tarifas de refer e nc ias, como c on se- -­

cuencia del escaso efecto que el sistema de tarificación obli­

gatoria babia tenido en la formación de precios. Por último en 

el terna de la liberalización del transporte de rnercancias por 

carretera apenas se ha avanzado, sólo la Decisión de l c ons e j o 

48/80 de 20 de diciembre de 1.979 relativa al establecimient o 

de criterios comunes para la determinación de los contingent es 

bilaterales puede representar una pequeña aportación. Lo ci er ­

to es que todo intento por aumentar el contingente comunitario 

se ha visto frenado por los gobiernos que desean proteger su s 
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fezrocair1les, por los paiseb de tránsito que no se benefician 

del tráfico comunitario y por los propios transportistas de c~ 

rretera que no desean nueva s c ompetencias. 

Dos son los as pectos que hay que considerar en cuan 

to a infraestructuras se refiere: la planificación y la imput~ 

ción de los costes de infraestructura. En el primer campo, en 

el de la planificación, la Comisión desarroll6 durante este p~ 

riodo varios trabajos con el fin de identificar las necesida-­

des comunitarias y establecer los criterios que permitan defi­

nir el interés comunitario de los proyectos de infraestructura. 

A este respecto, el 7 de noviembre de 1.979 la Comisión adoptó 

el Memorandum relativo al "Papel de la Comunidad en el desarrQ 

llo de las infraestructuras de transporte", de gran importan-­

cia, en el que preconizaba el establecimiento de un plan multi 

modal de infraestructuras a nivel comunitario en el que cada -

modo de transporte debía poder desarrollarse según su vocación, 

definiendo un marco de acción global y reafirmándose en la ~-­

idea de la creación de un instrumento financiero especifico. -

Una propuesta de Reglamento relativa a la ayuda económica de -

proyectos de interés comunitario y dos informes de la comisión, 

uno sobre los cuellos de botella y los diferentes modos de in­

tervención y otro sobre la evaluación de la ayuda comunitaria, 

han sido las primeras actuaciones en esta materia. En cuanto -

se refiere a la imputación de costes de infraestructuras, la -

Propuesta de Decisión del Consejo de 24 de marzo de 1.971 -COM 

(71)268- relativa a la instauración de un sistema común de ta­

rificación por el uso de las infraestructuras de transporte, -

que iba acompañada de su correspondiente Memorandum, ha queda­

do en suspenso por las dificultades de orden político, prácti­

co y administrativo que podía implicar su aplicación. 

Desde el año 1.974, en que el Tribunal de Justicia 

ratificó que los transportes aéreos no estaban excluidos de -­

los derechos y obligaciones de la Comunidad y que, por consi--
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guiente debiansele8 aplicar las regla s generales del Tratado -

de Roma (art. 84), la Comisión inició una serie de trabajos -­

con el fin de definir los objetivos y medida s de actuación c o­

munitaria en este sector. En este sentido cabe destacar los - ­

dos Memorandum elaborados en julio de l.979 y marzo de l.984 

que, bajo el nombre de "Transportes aéreos: una aproximación -

comunitaria" y "Estado del avance de los trabajos para el d es~ 

rrollo de una politica común de transporte aéreo", definian y 

actualizaban, respectivamente, los objetivos generales y oper_g 

cionales que debian constituir la base de la politica comunit~ 

ria. Acciones en el campo de la concurrencia, definición de -­

ayudas estatales, medidas encaminadas a reducir los costes de 

las compañias, acceso al mercado, desarrollo de tecnologias, -

cuestiones sociales, etc., constituyen entre otros, iniciati-­

vas que la Comisión consideraba necesarias aplicar en el tran2 

porte aéreo intracomunitario -no en las relaciones con los pal 

ses terceros-, para crear un mercado común de la aviación y -­

contribuir a mejorar el mercado interno, en su más amplio sen­

tido. Dado que se consideraba que una derregulación tipo ameri 

cano no podia aplicarse en el contexto actual europeo, las prQ 

puestas que se formulaban se basaban en el mantenimiento del -

sistema actual de acuerdos y convenios bilaterales interguber­

namentales y en la cooperación entre las compañias aéreas, pe­

ro modificándolo para hacerla más flexible y concurrencial con 

el fin de aumentar la eficacia y rentabilidad de aquellas y 

promover la expansión y empleo de la aviación adaptándola a -­

las necesidades del usuario. 

Al igual que en el caso anterior, el Tribunal de -­

Justicia, en el año 1.974, determinó que la navegación mariti­

ma no estaba excluida del Tratado de Roma.Desde entonces la CQ 

misión ha estado trabajando en el plano legislativo con el fin 

de preservar en la medida de lo posible un mercado de libre -­

concurrencia, habiendo contado con el apoyo del Consejo en to­

do momento. El Reglamento 954/ 79 de 15 de mayo de 1.979, el --
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único existente en el sector, referente a la ratificación, con 

reserva por los Estados miembros,de la Convención de las Na-­

cienes Unidas relativa a un código de conducta de las conferen 

cias maritimas, constituye la respuesta de la Comisión al Códi 

go de la UNCTAD de 1.974 en el sentido de mantenerse un régi-­

men de libertad con un reparto negociado de la carga comunita­

ria. sistema que se aplica con los paises de la OCDE en régi-­

men de reciprocidad. Recientemente se ha elaborado un primer -

Memorandum, que todavia no ha salido a la luz pública, que con 

tiene los objetivos generales de lo que debia ser una politica 

maritima comunitaria. 

4 . - 1.983, el inicio de una nueva fase. 

4.1.- Causas gue han influido en los resultados alcanzados. 

Las causas a que puede atribuirse el hecho de que -

en la práctica no exista una politica común de transportes y -

de que los avances que se hayan realizado en este campo hayan 

sido lentos pueden atribuirse a diversos motivos: 

1.- Los Estados miembros han sido reticentes en --­

cuanto a realizar los cambios propuestos por la comisión para 

adaptar sus politicas a las ideas liberalizadoras. como se ha 

indicado anteriormente, los intereses nacionales han prevaleci 

do frente a los comunitarios. 

2.- Uno de los principales obstáculos con que se ha 

encontrado la politica común de transportes ha sido la debili­

dad del Consejo en materia de toma de decisiones. El hecho de 

que se siga exigiendo la regla de la unanimidad supone un fre­

no para la adopción de cualquier propuesta. 

3.- Han existido divergencias entre las situaciones 

geográficas y económicas de los distintos paises comunitarios, 

Fundación Juan March (Madrid)



43 

que han i.nfl 11i do e n la& estr a t ec.¡ 1 a s na c io nales de tr a nspo rt e . 

Esta situac ión se ha a gravado ~ ~ on la s dos amplia c i o n e ~ :le l a 

Comunidad. En general, l os pa 5 s es per ifé ricos depender, má s de 

los transportes por carre tera q ue los Estados ~ entral e : q ue -

apoyan en mayor medida e l ferroc arril. 

4.- Las politicas nacionales de transpo r t e va rian 

de un pais a otro. Mientras los Estados periféricos, c o ncr e t~ 

mente Holanda y Gran Bretaña, han puesto el acento en la lib~ 

ralización del transporte por carretera, los Estados centra-­

les -principalmente Alemania y Francia- lo han puesto en la -

armonización de las condiciones de concurrencia . Esto ha dado 

lugar a que muchas propuestas de la Comisión hayan sido blo -­

queadas por el Consejo. 

5.- Los déficits de los ferrocarriles y la oposi-­

ción a los cierres de lineas han llevado a los Estados miem-­

bros a subordinar la mayor parte de los problemas del trans-­

porte a los intereses ferroviarios. 

6.- Los Estados miembros han sido reticentes en aQ 

torizar la adopción de medidas comunitarias que tuvieran por 

efecto transferir competencias a la Comunidad en materia de -

relaciones con paises terceros u organizaciones internaciona­

l es. 

7.- Los Transportes no han tenido hasta aqui la b~ 

se financiera necesaria para alcanzar sus objetivos. 

8.- Por último, ha influido también lo que el Par­

lamento ha dado por llamar la politica de "pequeños pasos" s~ 

guida por la Comisión, consistente en someter al consejo úni­

camente aquellas propuestas que tengan posibilidad de ser --­

adoptadas, absteniéndose de presentar un programa global de pQ 

litica de transportes que obligaria al Consejo a t oma r en co~ 
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sideración su ?ropi3 responsabilidad. 

4.2.- La problemática en 1.983 

A modo de síntesis y de manera resumida, podría de­

cirse que la situacibn actual de los principales problemas de 

transportes a principios de 1.983 eran los siguientes: 

- Los transportes internacionales de mercancías por 

carretera seguían estando ampliamente limitados por contingen­

tes bilaterales restrictivos. El proceso de liberalización o -

de libertad de circulación apenas se alcanzó ya que los trans­

portes liberalizados solo constituían aproximadamente un 35% 

de los transportes profesionales internacionales. 

- Las propuestas relativas a la armonización técni­

ca de los vehículos de carretera y sobre todo a la armoniza--­

ción fiscal en el campo de los transportes por carretera, han 

seguido sobre la mesa del Consejo aguardando decisiones. 

- La situación económica y financiera de las empre­

sas de ferrocarriles ha sido cada vez más preocupante, no ha-­

biendo sido posible frenar la tendencia a la disminución de su 

participación en los mercados de viajeros y mercancías. La ne­

cesidad de ayudas financieras por parte del Estado ha ido au-­

mentando constantemente hasta llegar, en 1.983, a la cifra de 

20.000 millones de ECUS, lo que corresponde a 1.8.11.000 millo­

nes de pts. para las 10 redes de la Comunidad Europea. 

- Los problemas del paso de las fronteras intracomQ 

nitarias continuaban vigentes. 

- El problema del tránsito, como consecuencia del -

incremento del tráfico internacional, iba en aumento, presen-­

tándose circunstancias delicadas especialmente en paises terc~ 
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ros. 

- Las infraestructuras comunitarias de carretera y 

ferroviarias seguían produciendo cuellos de botella importan-- ­

tes: la modernización de las infraestructuras ferroviarias ac~ 

saba un retraso sensible y no permitía el recurso de las técnl 

cas avanzadas más_ que en tramos limitados. 

- En la navegación interior, concretamente a lo laL 

go del Rhin la comunidad se ha encontrado siempre, y sigue en­

contrándose, con un régimen autónomo muy liberal e integrado -

en si mismo, pero que se escapa ampliamente de las normas com~ 

ni tarias. 

- En el sector de la navegación marítima, las flo-­

tas de la Comunidad Europea han tenido que hacer frente siem-­

pre a formas de competencia antieconómica por parte de determl 

nadas terceros paises. 

- La política de transporte aéreo de los Estados -­

miembros se caracterizaba por la protección de las compañías -

nacionales, lo que no siempre ha permitido al usuario el bene­

ficiarse de un servicio y de un precio óptimos. 

Todos estos problemas ponen de manifiesto, una vez 

más, la falta de una política común de transportes con la con­

siguiente violación del Tratado CEE que llevó al Parlamento a 

interponer ante el Tribunal de Justicia un recurso de carencia. 

4.3.- El recurso de carencia interpuesto por el Parlamento Eu-

ropeo al consejo de Ministros de 22 de enero de 1.983. 

Los artículos 175 y 176 del Tratado CEE regulan el 

llamado recurso de carencia o por inactividad cuyo objeto es -

Jar constancia pública de que bien el Consejo o bien la Comí--
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si6n h~ ! deJado de cumplir sus obligaciones, comprobando que 

tal om1si6n ~s contraria al derecho comunitario. Dicen ambos 

articulas que: 

"En el caso de que, en violación del presente tra­

tado, el Consejo o la Comisión se abstuvieran de pronunciarse, 

los Estados miembros y las otra~ instituciones de la Comuni-•­

dad podrian recurrir al Tribunal de Justicia para que de con~ 

tancia de esta violación. Este recurso sólo aerá admisible en 

el caso de que la institución en causa haya sido previamente 

invitada a actuar. Si, expirado el plazo de dos meses a con-­

tar desde la fecha de esta invitación, la institución no hu-­

hiera tomado posición, el recurso podria ser interpuesto en ~ 

el plazo de otros dos meses ... La institución de la que emana 

el acto anulado o cuya abstención haya sido declarada contra­

ria al presente tratado, deberá adoptaF las medidas que exija 

la sentencia del Tribunal de Justicia". 

El Tribunal de Justicia se limita a dar constancia 

de la inactividad de la institución contra la que se interpo­

ne el recurso, correspondiendo a la propia institución discrg 

cionalidad suficiente en cuanto se refiere a la adopción de -

medidas encaminadas al cumplimiento de la sentencia, que tie­

ne un efecto puramente declarativo. 

Nunca se habia formulado en el seno de la Comuni-­

dad un recurso de carencia contra el Consejo hasta que, por -

primera vez, el Parlamento Europeo, a instancias de la propia 

Comisión, consciente de la delicada situación en que se hall~ 

han los transportes comunitarios y dado el escaso -por no de­

cir nulo- avance que se habia obtenido en cuanto al establee~ 

miento de una politica comunitaria del sector se refiere, fo~ 

mul6 el 22 de enero de 1.983 ante el Tribunal de Justicia 

tras un periodo que se inició a principios de 1.979 y que fi­

nalizó a últimos de 1.981 con una resolución del Parlamento, 
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un recurso de carencia c ontra e l conse je solicitandc, a l a lt:o 

organismo judicial que constatara: 

a) que el consejo habia violado el Tratado CEE, ca.':! 

cretamente en sus articulas 3-e, 61, 74, 75 y 84, por neglige~ 

cia en instaurar una pol1tica común de transportes, y en parti 

cular, en fijar de forma vinculante el marco de esta politica. 

b) que el Consejo, violando nuevamente el Tratado -

CEE, no se babia pronunciado sobre una serie de propuestas de 

reglamentos o directivas -en total 16- que constituian decisiQ 

nes b~sicas para la instauración de dicha politica y que de--­

bian haberse adoptado durante el periodo transitorio. 

El 22 de mayo de °I.965 el Tribunal de Justici·a emi­

tió su fallo condenando al Consejo por haberse abstenido -vio­

lando el Tratado CEE- de asegurar la libre prestación de servi 

cios en materia de transportes internacionales y de fijar las 

condiciones de admisión de los transportistas no residentes a 

los transportes nacionales en un Estado miembro, terminándose 

asi un largo proceso que ha constituido un acontecimiento den­

tro de la propia Comunidad. 

4.4.- La Comunicación de la com1sión al Consejo de 9 de febre-

ro de 1.983. "Hacia una politica común de transportes_". 

4.4.1.- Nuevo enfoque de la politica común de transportes. 

El Parlamento, a la vista del informe elaborado por 

su propia comisión de transportes (Informe Carossino 1- 966/8 1 

de 15 de febrero de 1.982) en el que aparte de analizar la si ­

tuación de la politica común de transportes se decidió inici ar 

el procedimiento de recurso de carencia contra el Consejo, --­

aprobó en marzo de 1.982 una Resolución en la que se invitaba 

a la Comisión a completar el programa de acción correspondi e n te 
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al periodo 1.981-83, ampliándolo a los aBos 1.983-85 y tenien­

do en consideración las nuevas circunstancias que concurrian. 

La Comisión, en febrero de 1.983, presentó una comQ 

nicaci6n al consejo bajo el nombre . de "Hacia una politica co-­

m 6n de transportes (transportes terrestres)" y una Propuesta -

de Resolución relativa a la puesta en marcha por etapas de un 

conjunto de medidas que mereció en general el in~orme favora-­

ble del Parlamento (Resolución del Parlamento de 16 de enero -

de 1.984). 

El citado documento constituye una contribución nu~ 

va, original y pragmática, que tiene en consideración las dis­

paridades geográficas y económicas de los distintos paises y -

que pretende con una visión global .e integrada dar un nuevo im 

pulso a la politica común de transportes. 

Reafirmándose en que la politica común de transpor­

tes es un factor esencial de integración económica, eri que la 

fragmentación de politicas nacionales de transporte divergen-­

tes penaliza la eficacia, rentabilidad y productividad del SÍ.§. 

tema, en que es necesario integrarlas en las otras politicas -

de la Comunidad (regional, social, energia, medio ambiente , -­

etc.) y en que es preciso expresar en propuestas concretas 

cuestiones tales como el papel de los poderes públicos, el gr~ 

do de complementaridad y sustituibilidad de las politicas na-­

cionales y comunitarias, etc., la Comisión ha establecido como 

nuevas orientaciones de la politica com6n de transportes las -

siguientes: 

1.- La mejora de la productividad y eficacia del -­

sistema de transportes, en especial reduciendo los cuellos de 

botella y las restricciones reglamentarias existentes en el -­

mercado. En este contexto, los mecanismos de mercado o la in-­

tervención de los poderes públicos deben ser considerados me--
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dios para alcanzar este objetivo m~s que como fines en si mi2 

mos. 

2.- El mantenimiento, mejora o en su caso adapta--­

ci6n a la evolución de la situación del grado de integración -

alcanzado evitando la aparición de nuevas desigualdades entre 

las politicas nac.ionales de transporte. 

3.- La consideración de la diversidad geográfica y 

económica de los Estados miembros, asi como de sus intereses y 

politicas. Una politica común de transportes no es necesaria-­

mente sinónimo de politica uniforme de transportes. 

4.- Identificar su nivel de autoridad y cuáles son 

las administraciones públicas más aptas para resolver eficaz-­

mente cada problema. En este sentido, la comunidad debe conceK 

tar su ·actividad en aquellos problemas que no puedan ser re-­

sueltos a un nivel inferior. 

5.- La consideración de los efectos que los facto-­

res externos pueden causar en la organización interna del mer­

cado. 

En base a estas orientaciones ha establecido una s~ 

rie de lineas de actuación y programas de trabajo que constit~ 

yen el contenido de la siguiente Comunicación: 

4.4.2.- Directrices sectoriales 

La aplicación de las orientaciones anteriormente eK 

puestas, a los diferentes modos de transporte ha dado lugar a 

las siguientes directrices: 

a) Transporte por ferrocarril 

Es preciso que la politica común de transportes te~ 
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qa en ~uenta las diferentes preocupaciones que tienen los Estª 

ios miembros en matecia je ferrocarriles y que se intente re-­

solver el problema de la concurrencia entre el ferrocarril, la 

c3rretera y, en cierta medida, la via navegable. Dos son las -

posturas que pueden establecerse al respecto: en primer lugar, 

la de 3quellos Estados miembros cuyos presupuestos estan fuer­

temente gravados por los déficits ferroviarios y que, al ser -

incapaces o no desear reducir la actividad del ferrocarril por 

temor a que los déficits aumenten todavia más, no dejan desa-­

rrollarse a los transportes por carretera. Es el caso, en geng 

ral, de los paises centrales. Los Estados periféricos de la CQ 

munidad que normalmente otorgan mayor importancia a la carretg 

ra deberán tener en cuenta este comportamiento. Paralelamente, 

los Estados centrales no deberán perjudicar a los intercambios 

de los Estados periféricos imponiéndoles una politica de tran~ 

portes excesivamente restrictiva. Es claro que mientras no se 

alcance este equilibrio no será posible desbloquear la politi~ 

ca común de transportes. 

Los ferrocarriles, por otra parte, deberán tratar -

de mejorar su eficacia y su capacidad de atracción adaptándose 

a las necesidades actuales y futuras más que reforzando o man­

teniendo las restricciones actualmente impuestas a los otros ~ 

modos de transpo~te. La cooperación y coordinación entre las -

empresas ferroviarias en una primera etapa, y la integración a 

nivel comunitario, en una segunda, serian medios que permiti-­

rian eliminar los obstáculos que en la actualidad se presentan 

y pasar de los transportes interiores de corta distancia a 

transportes intercomunitarios de largas distancias. Podria ser 

útil, a tal respecto, que la Comunidad pudiera ayudar económi­

camente a los Estados miembros a soportar las consecuencias SQ 

ciales de las reestructuraciones a que deberian someterse las 

empresas ferroviarias. 

continuar~n potenciándose los transportes combina-­

dos que permitan, sin actuar sobre los mecanismos de mercado y 
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sin dirigismo ;ilguno,meior,-ir los t:ransportes, ::ontribuyendo -

en cierta medida a mejorar La situación financ1erCJ df' Los fe-­

rrocarriles. 

Es preciso conseguir que los ferrocarriles se pon-­

gan en igualdad de condiciones con los otros modo !' de transpo.i:. 

te. En este sentido parece necesario que el coste de construc­

ción y conservación de las infraestructuras ferroviarias co--­

rran por cuenta del Estado y como contrapartida los ferrocarri 

les paguen una tasa por el uso de la vía, como mínimo igual al 

coste marginal de uso, al igual que se propugna para los otros 

modos. Esto tendría cierta repercusión en la política comer--­

cial ferroviaria y por otra parte supondría que el Estado se-­

ria quién decidiera la estructura de la red, la política de -­

cierres de lineas, de nuevas inversiones, etc. 

La Comisión considera asimismo que es neces~rio de2 

lindar de forma más clara las obligaciones y derecho · de los f~ 

rrocarriles en tanto empresas comerciales, por una parte, y en 

cuanto empresas de servicio público por otra. En este último -

caso, recomienda a los Estados miembros, una vez más, la ate-­

nuación o supresión de las obligaciones de servicio público -­

que pesan sobre ciertos transportes, concretamente en mercan-­

cias. 

b) Transporte por carretera. 

como primer objetivo , la Comisión tenderá a encon--­

trar otros medios de adaptación de la oferta a la demanda, más 

eficaces que los de la reglamentación de la capacidad, que me­

joren y, a largo plazo, eliminen el sistema de controles de cª 

pacidad. De inmediato se trata de aumentar ligeramente la pro­

porción de tráfico que circula con autorizaciones comunitarias 

para definir posteriormente nuevos criterios que permitan obt~ 

ner el incremento del número de autorizaciones teniendo en --­

cuenta la expansión del tráfico por carretera asi c omo la com­

petencia y las reservas de capacidad. de los otros modos de - --
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transporte. Asimismo la Comisión se esforzará por alcanzar la li 

beralización total o parcial de algunos tráficos que, por sus c~ 

racteristicas, puedan ser considerados propios de la carretera. 

con el fin de responder a las preocupaciones de los -

Estados de tránsito se prevé la instauración de un sistema de -­

compensación en base a la tarificación por el uso de las infrae.§. 

tructuras. 

c) Infraestructuras. 

Siguiendo la linea iniciada en la Comunicación de la 

Comisión de 1.973 y desarrollada con mayor detalle en el Memoran 

dum de 1.979, se pretende dar nuevo impulso a la politica de in­

fraestructuras elaborando un Plan Director de Infraestructuras -

de interés comunitario que defina aquellos proyectos que podrian 

beneficiarse de las ayudas financieras comunitarias cuya propue.§. 

ta de establecimiento está en el Consejo, en fase de examen. 

En cuanto se refiere a la instauración de una tarifi­

cación por el uso de las infraestructuras y a la imputación de -

sus costes, se considera necesario romper el punto muerto en que 

se encuentra . la cuestión y elaborar nuevas p.ropuestas menos ambi 

ciosas, que hagan más transparentes las contribuciones de los -­

usuarios y del Estado a la cobertura de los gastos de infraes--­

tructura. 

d) Otros modos de transporte. 

En cuanto a los transportes maritimo y aéreo se refig 

re (los fluviales no se han considerado por no tener interés pa­

ra España), la presente Comunicación no hace referencia alguna, 

ya que va di~igida exclusivamente a los transportes terrestres. 

Los recientes Memorandum, que se comentaron en apartados anteriQ 

res y que son posteriores a este documento, son los que fijan -­

l as line as de actuación futura de ambos sectores, caracterizada 

por una mayor flexibilidad con miras a mejorar los intereses de 
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los usuarios corno de las propias cornpañias. 

4.5.- Primeros resultados 

Aunque el Consejo no haya adoptado formalmente l a P._g 

solución relativa a la puesta en marcha, por etapas, de un c o n­

junto de medidas en el campo de los transportes terrestres q ue 

fue presentada por la Comisión en la reunión que aquél tu vo e n 

diciembre de 1.983 y que estaba basada en la Comunicación ant e ­

riormente comentada, si puede afirmarse, de acuerdo con el jui­

cio de los propios comunitarios una intensificación de las actl 

vidades del Consejo en materia de transportes que ha empe za do a 

dar sus primeros frutos. 

Quizás haya influido en ello, aparte del recurso de 

carencia, el hecho de que el Consejo europeo o Cumbre de Br use -

1 as de marzo de 1.984, en su capitulo de "Nuevas politicas", e~ 

timara necesario la adopción, entre otras medidas, de aquell a s 

que tiendan a: 

la armonización de las condiciones de concurrencia y la li­

beralización progresiva de los intercambios de servicios -­

principalmente en el campo de los transportes en los plazos 

precisos que fije el Consejo, a propuesta de la Comisión y 

antes de fin de año. 

la puesta en marcha de la politica común de transportes y -

de un programa de infraestructuras de interés comunitar io . 

El acuerdo sobre estas orientaciones ha sido confi r ­

mado posteriormente en las cumbres de Fontainebleau de junio de 

1.984 y de Dublin de diciembre de 1.984. 

4.5.1.- El Consejo de 10 de mayo de 1.984 y,"el paquete de mayo' 

Ante la dialéctica que seguia suscitándose entr e li ­

beralización y armonización y su proceso de implantación y l a -

imposibilidad de conciliar las dos posiciones opuestas, e l Co n­

sejo, gracias a la actuación de su Presidente, el ministr o de -
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transpc.rt <: !' dE. Francia, M. Fiterw a n, estableció un · paquete" -­

equilibrado ie medidas tanto liberalizadoras como armonizadoras, 

que debía aprobarse formalmente en su conjunto. El aumento del 

contingente comunitario constituía un paso importante hacia el 

objetivo final de la liberalización de los transportes por ca-­

rretera y por consiguiente hacia la creación de un verdadero -­

mercadc com6n, mientras que el acuerdo que se propugnaba relati 

va a la armonización de los pesos y dimensiones de los vehícu-­

los utilitarios o industriales podía dar por terminada una de -

las más largas y delicadas discusiones a nivel comunitario que 

se remontaba desde el año 1.962 y contribuir hacia la organiza­

ción del mercado interior y hacia la armonización de las condi­

ciones de competencia • . 

El "paquete de mayo", tal como se ha denominado,est2 

ba formado por las siguientes medidas: 

1.- El allllle .nto progresivo del contingente comunita-­

rio para el transporte intercomunitario de mercancías por carr~ 

tera a un ritmo del 30% el año 1.975 y un 15% durante los 4 --­

años siguientes. 

2.- La cooperación entre las compañías ferroviarias 

de los Estados miembros con el fin de realizar a nivel comunit~ 

rio una política comercial dinámica. 

3.- La financiación de ciertos proyectos de infraes­

tructura de transporte de interés comunitario por importe de 95 

millones de ECUS. 

4.- La armonización de los pesos y dimensiones de -­

los vehículos utilitarios. 

5.- El establecimiento de un programa comunitario en 

materia de seguridad de la carretera, declarándose el año 1.986 

como el año de la seguridad de la carretera. 

Problemas planteados por el Reino Unido e Irlanda en 

cuanto al plazo de derogación de la directiva relativa a los p~ 

sos, dimensiones y características de los vehículos, en sus re~ 

pectivos paises.y posteriormente por Italia en relación con al-
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gunos dspectos referentes a la fabricación de los mismos, hici~ 

ron temer por el éxito de la operación. 

Dos nuevos Consejos fueron precisos para poder lle - -

gar a un acuerdo definitivo. 

4.5.2.- El acuerdo del Consejo de 12 de diciembre de 1.984 

Tras el acuerdo de principios de mayo de 1.984, el -

Consejo llegó en su sesión del mes de noviembre a un compromiso 

politice por el que se reafirmaba en aquél, a reservas de lle-­

gar a un acuerdo sobre el proyecto de directiva relativa a los 

pesos y dimensiones de los vehlculos. 

En el Consejo de 12 de diciembre de 1.984 pudo sal-­

varse la situación y llegar a un acuerdo definitivo, si bien la 

mencionada directiva representa solamente un compromiso parcial 

ya que solamente permite la libre circulación en la Comunidad -

de un modelo de camión de 40 'Dn., dejando en suspenso las cara~ 

teristicas técnicas de otros modelos. Por otra parte, la derogs 

ción de la que se benefician el Reino Unido e Irlanda tiene, -­

por el momento, un plazo indeterminado que deberá definirse an­

tes de 1.987. 

La aprobación del "paquete de mayo" puede supcner el 

relanzamiento de la politica común de transportes. Como conse-­

cuencia de ello ya se han publicado los correspondientes regla­

mentos (contingente, infraestructura), directiva (pesos), reco­

mendación (cooperación ferroviaria) y resolución (seguridad}. 

5.- ~cuál será el futuro de la polltica común de transportes? 

Los hechos parecen confirmar que se ha roto el "imp.i;j_ 

se" de estos casi 25 años. Sin embargo es pronto para poder --­

afirmarlo; será preciso que pase un largo periodo. 

A primeros de año ha cambiado la Comisión y ha sido 

designado un nuevo Comisario de Transportes (Clinton Davis} al 
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que le incumbe definir las directrices política co-

~ún de transportes. Recientes declaraciones suyas ponen de mani 

fiesto su preocupación por· los temas de seguridad y de creación 

de empleo. Desde este punto de vista el papel de los transpor-­

tes debe definirse en términos de calidad de vida y no solamen­

te de concurrencia. 

Por otra parte, el consejo de Ministros de Transpor­

tes está estudiando y discutiendo un "Master Plan" cuya filoso­

f ia radica en superar definitivamente el enfoque sectorial pro­

porcionando al mismo tiempo a las diversas pbliticas nacionales 

un cuadro marco de referencia, que sirva para favorecer una --­

aproximación horizontal de las mismas a la política comunitaria. 

El programa se articula en cuatro grandes "áreas de 

proyecto" cuyo contenido deberá perfilarse por el propio conse­

jo . 

. Los grandes ejes de infraestructura 

Los problemas de tránsito y de fronteras 

La armonización e integración del sistema de transporte y -

de sus modos 

La seguridad del transporte. 

El nuevo consejo, como consecuencia del relevo de la 

Comisión, ha reafirmado la intención de seguir la linea anterior 

y definir un plan conjunto y ha acogido con interés, en su reu-­

nión de 24 de mayo, el proyecto del "Master Plan" sometido por -

la presidencia, el cual constituye un programa-marco de la poli­

tica común de transportes, que deberá ser analizado próximamente 

a la luz del dictamen de la sentencia del Tribunal de Justicia. 

Todo hace prever que se ha iniciado el camino hacia el estableci 

miento de dicha politica. 
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